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A las consideracIones anteriores debe añadirse que este pre-­
cepto incluye al Presidenta del Tribunal Superior entre las auto­
rídades de la Generalidad. lo que 88 contrario al arUculQ 152.1
párrafo segundo de la Constitución, y ~l articulo 29.1 del Esta..
tuto de Cataluña, según los cuales el Presidente del Tribunal
Superior de Justicia no es llIla autoridad de la Gen-eralldad. sin
que ésta tenga cOII;lpetenc1a para modificar el carácter de dicha
autoridad.

En consecuencIa procede anular .. inclusióJÍ del .President
del Tribunal Supertor de Justicia de CatalllIlY6-' en 1& relación
de autoridades del artículo 8.1 del ~to. .

La Constitución ha tomado en consideración la organización
territorial del Estado al fijar criterios básicos para la organiza,.
ción judicial. como acredita el articulo 152.1 párrafo 5elJ,1ndo de
la misma, al establea que _un Tribunal Superior de Justicia.
sin perjuicio de la jurisdicción que co~nde al Tribunal Su-­
premo. culmin!P'á la organi~ción Judicial en el ámbito territorial
de la Comunidad Autónoma., 7 al seiialar el párrafo siguiente
qu09 -sin perjuicio de lo dispuesto en el articulo 123. las suces!·
vas instancias procesales, en su caso, se agotartm ante órganos
Judiciales radicados en el mismo territorio de 1& Comunidad
Autónoma en que esté el órgano 90mpetente en primera mstan·
ciIP. La inclusión de este precepto en el titulo VIn de la Co~s­
titución.el reflejo de su contenido en el articulo 19 del Estatuto
de Cataluña 7 otros argumentos complementarios que podrían
citarse, son muestra de la vinculación de los Tribunales Supe.
riores de Justicia réspecto de la ordenación de 168 Comunidades
Autónomas que se constituyan por la vía'del articulo 151 de la
Constitución, al qUe se refiere el articulo 152. número 1, de 1&
misma. Pero,. hecha esta afirmación, ha de reoordarse también
que, de acuerdo con el artículo 122 de la Constitución, corres·
ponde a la Ley Orgánica· del Poder Judicial determinar la cons­
titución, funcionamiento y gobierno de los Tribunales de Justicia.
es decir su oonfiguración definitiva.

6. Pasamos ahora. examinar la competencia de la Gene.­
ralidad en relación con el tratamiento del Presidente del Tri·
bunal Superior de Justicia que, según el articulo 18 del De·
creto. será el de -Excellentisslm, Senyo~. -

Este punto. como apunta el Consejo General del Poder Ju­
dicial. es propio del Estatuto Jtir1d1co de los Jueces y Magis­
trados que es competencia del Estado de acuerdo con 10 dis·
puesto en los articulas 149.1.5.°. 122 Y 152.1, páITafo segundo, de
la Constitución, COl1 independencia de que en 'la actualidad esté
regulado en el articulo 10 del Reglamento _Orgánico de la Ca­
rrera. Judicial y Magistrados der Tribunal Supremo de 28 _de
diciembre de 1961. además del tratamiento correspondiente a los
actos de oficio a que se refl~n'los articulos 198 y siguientes de
la Ley Orgánica. del Poder Judicial de 15 de septiembre de 1870.

La representación de la. Generalidad reconoce esta realidad y
se limita a indicar qu~ el Decreto refleja la ordenaci~n del Es-

,
17769 Conflicto positivo ele compotoneto númoro 38/1982.

Sentencia número 39/1982, ~ 30 de junio.

El Pleno dél Tribunal ConsUtucionaL compuesto por don
Manuel Garc1a-Pelayo y Alonso, Presidente; don Jerónimo Jiro.
z.a-mena Sierra, don Angel LatOlTe Segura.. don Manuel Diez de
Velasco Vallejo, don Francisco' Rubio Llorente. doiia Gloria
Begué Cantón, don Luis Diez Picaza, don· Francisco Tomás y
Valiente, don Rafael Gómez-Ferrer Morant, don Angel Escudero
del Corral, don PlácIdo Fernández Viagas y don Antonio Truyol
Serra. Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY,

la siguiente

SENTENCIA

En el connIcto positivo de competencia registrado con el
número 38/1~, promovido por~ Gobierno de la Nación. balO
la representaCIón y defensa del Abogado del Estado, frente al
Decreto del Gobierno Vasco 108/1981, de 28 de septiembre, de
desarrollo del art1culo 15 de la Ley 811981, habiendo llevado
la representación 7 detensa del Gobierno Vasco el Abogado don
Javier Balza Aguilera. Ea ponente·el Magistrado don Jerónimo
Arozamena Sierra. quien expone el parecer del Tribunal.

L ANTECEDENTES

1. El Abogado del- Estado en nombre del Gobierno d. la
Nación formalizó el 8 de febrero del afto actual conflicto posi­
tivo de competencia' frente al Decreto del Gobierno Vasco 1081
1981. de 28 de septiembre, de desarrollo del articulo 15 de la
Ley 8/1981. de 18 de Iunlo. por lntrlnlllr el citado Decreto lo
di.spuesto en 81 articulo 1{g.1.7 de la Constitución, en relación"
con el articulo 12.2 y 20.. del Estatuto de Autonomia para el
Pais Vasco. Solicita el Gobierno de la NadÓD, en el mencionado
~scr~to por el 9-ue se propone el conllicto de competencia. que
slgUlendo el nusmo por los trámites legales 8e dicte en su día
sentencia por la que se ~cla.re que el Estado ostenta la titula­
ridad. de las competencias controyerUdas. y anule en su integri­
dad ~i citado Decreto.. Para sostener esta petición desarrolla el

. Abogado del Estado sus a1l3gaciones en los apartados siguientes:
Al Antecedentea del prese.nte conflicto d.e competencia; Bl El

tado actualme;te vigente, en tanto no se cambie y con cará~ter
subordinado. Pues si el artículo 70 del Reglamento OrgániCO
mencionado atribuye a ios Magistrados del Tribunal Supremo 7
a los Presidentes de las Audiencias Territoriales el tratamiento
de excelentísimo señor, debe concluirse que éste es lógicamente
el que corresponde al Presidente del Tribunal SuperIor.

Este Tribunal ha afirmado ya que ronstituye una técnica
legislativa incorrecta la de incluir en disposiciQnes la trans­
cripción de preceptos de la Constitu.ción o de Leyes. cuando la
competencia para dictarlas no corresponde al autor de ~ dispo-­
sicióD. porque ello introduce un factor de inseguridad en -el Or­
denamiento y de posible confusi6n acerca de lo "vigente en cada
momento, al poder qued.v afectadas las disposiciones en caso de
oambio de la Ley 7 al poderse introducir aparentes- modifica·'
ciones inadvertidas cuando la transcripción no ea absólut/ilmente
literal o Se saca de su contexto lo transcrito. No obstante lo
anterior, también ·es cierto que los efectos de las declaraciones
de competencia deben ponderane de acuerdo con un criterio de
razonabilidad, y en este caso el carácter no innovativo del
precepto. la falta completa de - trascendencia práctica. y. la
entidad. totalmente minúscula de la. cuestión. da lugar a que nos
inclinemos a no decle.rv- la nulidad. del precepto cuestionado. .

FALLO

En atenci6n a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE" LA CONST1TU­
ClON DE LA NACIONAL ESPAI'fOLA. -

Ha decidido:

1. Declarar ·que correSpOnde al Estado la- c;ompetencia para
fijar la precedencia relativa entre los órganos. y. autoridades del
Estado _7 de la GeneraUdad en los actos oficiales de caráCter
general, y el tratamiento del Presidente del Tribunal Superior
de Justicia. •

2. Declarar que el articulo 15 del Decreto 189/1981, objeto
del conflicto. ha de interpretarse en los términos contenidos en
el fundamento jurídico tercero 00 esta sentencia.

3. Declarar la nulidad de la inclusión del Tribunal Superior
de Justicia y de su Presidente en los articulas 7.1 y 6.1 del
propio Decreto 189/1981. '

Publiquese esta sentencia en el ._BoleUn Oficial del Estado.-.

Madrid, 22 de Junio de 1982.-FirmadO: ·Manuel Garcia-Pelayo
y Alonso.-Jeroilimo Arozamena Sierra.-Angel Latorre Segura.
Manusl Diez de Velas(".o Vallejo.-Fran.cisco Rubio Llorente.­
Gloria Bagué Cant6n.-Lllis Diez Picazo.-Fr&ncisco Tomás y
Valiente -Rafael Gómez-F-errer Morant.-Angel Escudero del
Córral."":Plá.cido Fernández Viage.s.,-Antonlo Truyol Serra.-Ru·
bricSKios. •

Decreto en conflicto. y su fundamento· en la Ley 8/1981, de
Presupuestos Generales de la Comunidad A utónoma para 1981;
el El Decreto del Gobierno Vasco 10811981 e.'"j una. disposición
reglamentaria de carácter laboral.

Al En los Que califica de antecedentes del presente conflicto.
"dice el : ...bogado del Estado lo siguiente:

a) La· Ley 8/1981, sobre Presupuestos Generales de la Co­
munidad Autónoma del Paia Vasco para 1001 disponia' en el
apartado 3.° de s11 articulo 15 lo que sig\le:

-Laa Empresas públicas y Prtvadas que reciban subvenciones
corrientes o de capital de los Departamentos del Gobierno de la
Comunidad AutónolT4a o de sus Organismos autónomos, vendrán
obligadas a informar\ a sus Comités de Empresa o Delegados de
personal de las cantHiades recibidas, asi como de la distribución
que realicen de tales fondos. El Gobierno. en el plazo de dos
meses, de entrar en vigor esta Ley. reglamentara las normas
Q.ue regulen e~ derecho de tnformacl6n..-

Con fecha 28 de sept1&mbre de 1981 se dictó el Decreto objeto'
de conflicto. Este Decreto, dictado a pro¡>uesta del Consejero de
Trabajo, reitera en su preámbulo el contenido del articulo 15.3
qUe acaba de transcribirse y contiene en su parte dispositiva
tres artfcu1os. El primero obliga a las Empresas beneficiarias._
de subvención de la AdÍn1n1strac16n Vasea a incluir en 1& infor~
mación prevista en el articulo &i y conc:ordantes de la Ley 81
1980, que aprueba el Estatuto de los Trabajadores. y en los
mismos plazos seiialados en dicho precepto, los datos corres·
pondientes al impone de Iaa can~dades recibidas y destino y
utilizacIón de las mfsmas. El articulo 2 dispone la consideración
como infracción laboral a los efectos prevenidos en el articulo 51
del Estatuto de los Trabajadores, 81 incumplimiento de la ante­
rior obligación. El artfculo S establece la entrada en vigor del
Decreto el dia de su publlcac1ón en el Periódico Oficial Vasco.

b) El .. de diCiembre de 1981. 81 Gobierno de la NacIón
acordó requerir de incompetenciA a la Comunidad Vasca para
la :reVOCacIÓD de la totalidad del Decreto en razón .. que el
mismo representaba una invaaión de' la competenda reservada
al Estado por el articulo 149.1.7 de la Constitución en relación_
con los articulos 12.2 y 20.4 del Estatuto de_Autonouúa para 91
Pais Vasco:. _

El requerimiento fue. rechazado en escrito -que tuvo entrada
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en la Delegación del Gobierno en el País Vasco e115 desnero
de 1982. Examina & continuación la fundamentación del rechazo
del requerimiento.

Bl La segunda alegación 'la desarrolla el Abogado del Es­
tado en los tres puntos siguientes: al El presente conflicto es
admisible y está bien planteado. El que no se recurriera de
inconstitucionalidad el articulo 15,3 no es óbice para la admisi­
bilidad de 8$te conflicto; bl el Decreto no es una reglamenta­
ción dictada en materia de gasto público ni es re<::onducible
a ninguna competencia Vasca esclusiv8 de las invocadas; es una
disposición reglamentaria de carácter laboral; c) por ser una
disposici6ngeneral laboral está dictada con radical incompeten­
cia por Invadir la competencia :reservada al Estado por el ar­
ticulo 149.1.7 de_la Constitución -en relación con los artículos 12.2
y 20.4 del Estatuto. Por lo que se refiere a ~a primera alegación
dice el Abogado del Estado que no hacía falta recurrir el
articulo 15.3 por dos órdenes de razones fundamentalmente: el
primero, porque el artículo 15.3 podía ser objeto de interpretsM

ción, conforme a la Constitución y al Estatuto; el segundo orden
de razones, que se aduce subsidiariamente, consiste que aunque
tal interpretación conforme del artículo 15.3 no se estimase
posible, aún así la promoción de un recurso de ineonstitucionalt­
dad contra la norma alegada habilitante tl() representa condi­
Ción ninguna de admisibilidad del presente conflicto.

Dice el Abogado del Estado que el -artículo 15.3 aparece en
una Ley de Presupuestos, en un capitulo dedicado: a-la disciplina
general de los créditos presupuestarios y en un precepto referido
a las subvenciones. Podia ser interpretado como una disposición
relativa a la disciplina generai de las subvenciones y añade que
era de esperar que la reglamentación del derecho de informsM

dón se efectuara en Decreto de tal naturalma, pero que no ha
sida. este el camino seguido, sino el de ampliar el artículo 64.1
del Estatuto de los Trabajad.ores y el de tipificar una infracción
laboral, . .

Considera el Abogado de] Esta'do que cuanto acaba de decir
anteriormente no pueda ser rebatido d~ modo convincente. Pero
aún así alega, para el caso' que otra pueda ser la interpretación.
que el recurrir el artículo 15.3 no era una -eonditio iuris,. de
admIsibilidad del presente conflicto. A este respecto invoca el
artículo 67 de ~a Ley Orgánica del Tribunal Constitucional
(L O. T. CJ y dice que en una primera aproximación el signi­
ficado del artículo parece reducirse a imponer una transforma,..
ción procedimentil1eli' el caso de que seevideheie que 1& com­
petencia controvertida ha sido atribuida por Ley o por norma
con rango de Ley. Pero añade que sus implicaciones son más

_ profundas en la medida q-ue el articulo 87 perm1te la posibilidad
de promover incidentalmente una via de control de constitu­
cionalidaden garantía del reparto constitucional o de base
constitucional de competencias entre el Estado y las Comunida­
des Autónomas. El articulo 67 ·de la L. O. T. C. permitiría que,
can ocasión de plantearse -un conflicto, se pueda examinar la
constitucionalidad del articulo 15.3 como norma habiJítante_, del

'Decreto 108/1981.
. Añade' el Abogado del Estado que en el plano de la hipótesis

cabría también interrogar si, como técnica alternativa del ar­
ticulo 67 de la L. O. T. C., no podrfa darse la solución de que el
PlenoQel Tribunal planteara ante si mismo la ctle"Uón de
inconstitucionalldad del artículo 15.3, una vez concluso el proce-
~:1iQliento de este conflicto. .

el En el tercer apartado de las alegaciones del Abogado
del Estado se sostiene que el Decreto 106/1981 es una disposición
reglamentaria de' carácter laboral. Dice que el escueto .-legisla­
ción· laboral,. que emplea el artículo 149.1.7 de la Constitución
plantea, al· menos, el doble problema 'hermenéutico -del signifi­
cado de -legislación. y de ..laboral•. Para el Abogado del EsM
tado, ..legislación. significa todas_ v· cualesquiera potestades de
normación, la acción normativa en su conjunto. Laboral es, a su
juicio, concepto coextenso con la noción del derecho del trabajo.
Pues bien, la discIplina de las funciones de los ComitéS de
Empresa y Delegados de Personal, lnstitucion~sde participación
de los trabajadores en la Empresa, y la tipificación de las
infracciones labdrales del empresario, son materla laboral. Unas
y otras estAn reguladas en el Estatuto de los Trabajadores. Por
otro lado, la tradición espaflola, la jurisprudencia y la doctrina
confirman esta acepción. Más aún: Hasta el propio Decreto
objeto del conflicto confiesa implícitamente su carácter de nor­
ma laboral y no de ningún otro tipo. pues el Decreto aparece
dictado a propuesta esclusiva del .consejero de Trabajo; su
articulo segundo califica el incumplimiento de _la obligación,
impuesta en -el articulo 1 como lnfranc1ón laboral; eso sólo
puede ser porque el articulo 1 es una disposición legal en ma­
teria de trabajo con arreglo al articulo 57 del Estatuto de los
Trabajadores. Es que además el Decreto desarrolla preceptos
del Estatuto de los Trabalad.ores como SOn el artículo 84.1
aunque más que desarrollar 10 que hace es modtficar ampliando
su contenjdoeste precepto. También para el Abogado del Es­
tado el artículo 1 del Decreto modifica el articulo 12.2 del
Estatuto de los Trabajadores en cuanto atribUye a los Delegados
de Personal una función de recepción de informaci6n que dlficll­
tÍlente cabe en el marco textual del citado precepto.

Examina a continuación el Abogado del Estado 10 que res~
pacto al caráctér de este Decreto se ha dicho por el Gobierno
Vasco en la contestación al requerimiento. Dice, en primer lugar,
el Gobierno' Vasco, que el Decreto establece medidas de control
superpuesto del destino de las subvenciones pero 10 que estA
en cuestión no es que el Gobierno Vasco regu\e el control de las
subvenciones que su Departamento concede, .sino que 10 haga
por la via de una nprma general que amplia las funciones de los

Comités de Emp~sa y Delegados de Personal y que califica
como infracción laboral el incump:imiento por el empresario del
.deber de información a dichos órganos. es decir, que opere ese
control financiero por medio de una norma netamente lAboral.
A continuación examina el Abogado del Estado 10 que se dice
en la contestación al requerimiento respecto a que el Decreto
es un medio de fomento de la participación de los trabajadores
en la Empresa para sentar la conclusión de que esto no altera
la calificación del Decreto como una norma de carácter laboral.

Para el Abogado del Estado los apartados 25 y 30 de] articu­
lo 10 del Estatuto de Autonomía invocados por el Gobierno
Vasco en la contestación al requerimiento, se refiere a ¡as
competencias ·vascas en materia de promoción, desarrollo eco~

nómico y planificación en la actividad económica y a la compe­
tencia en materia de industria. Pero dice el Abogado del Estado
qUe Iaregulación de las funciones de Comité de Empresa y
Delegados de Personal y la tipificación de infracciones laborales
son reconducibles a la materla del artículo 12.2 del Estatuto
que no a ~81quier competencia del artículo 10 del mismo. Por
lo que se refiere a la cita del articulo 25.1 del Estatuto Vasco,
que supone referida a "la competencia de la aprobación de presu­
puestos no viene sino a replantear la cuestión del artículo 15.3.

En la alegación cuarta- del escrito del" Abogado del Estado,
que lleva como epígril.fe el de- que la Comunidad Autónoma
carece de competencia para dictar normas de carácter laboral,
dice el Abogado dEl Estado que la legislación a que se refiere
el articulo 149.1.7 de la Constitución incluye todas las normas,
tanto las de rango formal de Ley como las reglamentarias.
Confirman esta tesis los artículos 12.2 y 20•• del Estatuto de
Autonomía, en cuya consideración conjunta resulta que las com­
petencias de ejecución incluyen únicamente la potestad de admi­
nistración y, en eu caso, la de dictar reglamentos internos de
organización, pero en modo algUIl1), normas que los ciudadanos
hayan de observar. Para el Abogado del Estado la 'potestad de
administración no incluye la potestad reglamentaria. sino sólo
la de dictar actos administrativos, individuales o generales, pues
de no ser asi la mención de estos reglamentos internos de orga­
nización, carecería de sentido en la eoonom1a del articulo' 20.4.

Sentado pues el--earácter nOrmativo del Decreto y su evidente
inserción en 10 laboral, es manifiesta la incompetencía de la
Comunidad Autónoma con an-eglo al artículo 149.1.7 de la Cons·
titución en relación oon los. artículos 12.2 y 20.• del Estatuto.
Con esto -termina eLAbogado del E~tado sus alegaciones.

2. El Tribunal, el 10 de fabrero del afio actual. acordó tener
por 'Planteado conflicto de competencia entre el Gobierno de 1&
Nación y' el Gobierno Vasco respecto al Decreto 108/1981. y
dipueso que se tramitara de conformidad oon los articulas 67 y
31.1 de la L. O. T. C.;· se dio traslado al Parlamento y al Go·
bierno Vasco por tonducto de sus Presidentes; Be dispuso la
publicación en el ,..Boletín Oficial del Estad(p y en el _Boletín
Oficial del País Vasco. y Be comunicó a la Sala de 10 Conten·
cioso-Administrativo de la Audiencia TerritOrial de Bilbao. por
si. ante la misma pendiere o se interPusiere' recurso contra el
Decreto 108/1981.

Dentro de plazo se han opuesto al conflicto el Gobierno Vasco,
representado por el Abogado don Javier Balza Aguilera y el
Parlamento bajo .la misma representación y defensa.

3. El. Gobierno vaSco, en su escrito de- alegaciones, pide
que se dicte sentencia por laque se declare la plena constí tu­
cionalidad del Decreto a .que se refiere este recurso. por res­
petar el n+iSmo el orden de competencias que establece ·la
Constitución y el Estatuto de Autonomía del País Vasco y co­
rresponder a esta Comunidad Autónoma,la competencia ·contro­
vertida.

Después de dejar constancia de que concurren todos y ca~a
uno de los requisitos procesales en cuanto a la comparecencIa
del Gobierno Vasco. expone unas consideraciones previas sobre
el articulo 15 de la Ley·de Presupuestos Generales de la Com~.

nidad Autónoma. A continuación examina las cuestiones SUSCl­
tadas de orden procesal que desarrolla en los apartados siguien­
tes: Al El requerimiento de inoompetencla como medio de limar
las dlterencias entre el Gobierno central y el Gobierno autó­
nomo; Bl el artículo 67 de la L. O. T. C.; su fundamento;, el 1&
cuestión de tnconstitucionalidad promovida por Jueces y Tribu·
nales.

, Por lo que se refiere al requerimiento. dice la representación
del Gobierno Vasco,' que el Abogado del Estado fundamenta sus
alegaciones no tanto en el sentido de argumentar la pretendida
lnconstitucjonalidad del Decreto 108/1981. como en buscar una
répl1ca a lo -que en su modo de entender van a constituir el
marco argumental utU1zado poi estas representaciones.

:Por lo que se refiere &1 articulo '67 de la -L. O. T.C. considera
el Abogado del Gobierno Vasco que el alcance del articulo 67
no es el que dioe el Abogado del Estado. Se trata de reconducir
por la vla del recurso de 1nconstttuc1onalidad un oonfJicto de
competencias qUe dimane de la atribuci6n expresa por _la Ley.
que sólo puede ser estatal y UDacompetencla no atrlbuida ante·
riormente, que no es el supuesto presente.

Por 10 que se :refiere a lo que ha alegado el Abogado del
Estado acerca de que podría," reoonduclrse el ~onflicto por la via
de la cuestión de inconstituc!onalldad, el Abogado del Gobierno
Vasco 10 rechaza porque, segfm alega, el Tribunal es un órgano
CO'Dstitucional y ,no un órgano 'udicial T la cuestión de ineona-:
tftucionalidad estA prevista para los Juepes "!3 Tribunales por lo
que en nada se refiere a la Yia que prete!lde el Abogado del
Estado.

~. La representación y defensa del Gobierno VMco. examIna
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el contenido del Decreto 10811981. desde la perspectiva de la
obligación constitucional de los podJre8 públicos de fomentar la
participación en las áreas SOCial y económica. Dice que la pre­
tensión de este bloque argumental es situar la norma impugnada
en el ma.rco propio constitucional d. carácter general; preaen...
tar asimismo que el citado Decreto encuadra en un medio de,
fiel respeto a los cometidos constitucionales. para, finalmente.
articular' BU inserción oon unas competencias propias de la
Comunidad Autónoma. Dice que el Decreto 10811981 sienta unas
bases concretas del derecho a -la información ~nocido _a los
Comités de Empresa y Delegados de Personal para conocer
el destino y -utilización de las sub~one8 concedidas a las
Empresas por parte de las instituciones públicas, por lo que se
trata de un medio de control social sobre dinero público. Invoca
el articulo 9.2 de la Constitución y ~iceue dicho Decreto sig-
nifica un instrumento mAs de pa.rt1 .n en la vida social "
económica; articula -un mec&D.1smo caz para realizar 1& d&o
fensa y promoción de loa intereses propios de los trabajadores.
contribuye a hacer efectivo el derecho al trabajo que proclama
el articulo 35.1 de la Constitución en cuanto posibilita el conoci­
miento por los órganos de representación de los trabajadores de
las medidas a adoptar por la Empresa con la subvención atar·
gada. desarrollando lea poderes públicos autonómicos con ello
una política tendente a la defensa del puesto de traba1o', diri­
gidas al romento del pleno emplao que proclama el arUculo 40
de la Constitución. Añade que 1& articulación de una obUgac1ón
de informar a tales órganos de representación carecería de
vertebración idónea. s1 no se contemplaran un conjunto de me.
didas sancionadoras para pallar su incumplimiento.

Dice la representación del Gobi$I'110 Vasco que el Decreto
108/1981 se incardina con numerosos resortes constitucionales'
en 'los que ha basado su ongen y engarza con los princlpios 1
derechos dimanantes de la O>nst1.tución que enumera a contl~

nuación: al La representación. de los trabajadores en el seno de
la Empresa se articula por medio de las vfa.s de Comités de
Empresa y Delegados de Personal y SeccIones Sind1c&1ea' de
Empresa; b) esta consideración hay que ponerla en relación
con la tarea encomendada a los poderea públicos de arbitrar los
medios que faciliten 1& participación de los ciudadanos y de los
grupos que se integran en la vida económica y social; c) el
establecimiento de los controles contenidos en el articulo 15 de
la Ley de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma
en aras a la pertinente utilización de las subvenciones concedi­
das se interrelaciona con la garantía y protección que-loa pode.
res públicos deben adoptar sobre la eeonomia (articulo 38 de la
Constitución), 8' igualmente con 181 ID«Udas que deben tomar
para realizar una palillca orientada al pleno empleo (artículo 40
de la Constitución); d) loa poderes públicos .pueden promover de
modo eficaz las diversas formas de participación en la Empresa
(artículo 129.2 de la Constitución), así como atender a la mode¡o.
nización y desarrollo de todos los sectores económicos (articu~

10_ ·130 de la Constitución.). Añade que tanto el asesoramiento
como la colaboración de loa sindicatos y otras organizaciones
profesionales. empresariales y económicas, ea una constante en
la conformación de la planüicación de la actividad económica
(artículo 131.2 de la Constitución). Aftade a continuación que
todos estos pnncipios y -derechos se encuentran virtualmente
cumplimentados en el contenido general del Decreto. No se trata
con estas alegaciones de ins~entar una VÍa de atribución de
competencias. sino de justificar los presupuestos constitucionales
y estatutario. en los que se sustenU\ er eJercicio de la com.
petencia. .

Balo otro apartado de las alegacionel y con el epigrat~ de
que el Decreto 10811981 no altera el orden de reparto de com­
petencias establecido en la Constitución '1 en el Estatuto de
Autonomia. argumenta la defensa del Gobierno Vasco que el
artícUlO 15.3 antes citado establece un deber de informar a 10Ii
Comités de Empresa o Delegados de Personal que recae sobre
los empresarios que reciban lubven<:ionea de la Comunidad
Autónoma. estableciendo esa medida, por tanto una doble
modalidad de control sobre cantidadel percibidas. 'Esta tesis la
sustenta en Isa siguientes premisas: Al El citado Decreto parte.
en su ajuste competencial, dQ diversos sectores académicos del
ordenamiento jurldlco y no de uno sólo; Bl la posible relación
que pueda tener la norma en confl1cto con el denominado bloque
laboral no supone ninguna innovación en. el ordenamiento Jurf­
dico; el el núcleo definidor del Decreto cuestionado no es de
carácter laboral, aunque S. introduzca conceptoa jurídicos que
puedan inducir a tal conceptuación. I

Respecto del nivel de información sobre lu sub¡enclones
públicas, destaca el aapecto teleológico de las subvencio.16s a las
Empresas~ Dice que la Abogada del Estado. soslayando por
completo el aspecto finalista de las subvenciones. sostiene que el
Decreto regula una materia laboral. y que sobre tales mater1d.S
1& C01!lunidad Autónoma no dispone más que de competenclu
ejecutivas. y por esto enUend. que le innova el ordenamiento
jurídico lab~ral y 8e incurre en invaafÓQ competencial. Pero no
pres~a atencIón al VÍnculo que se, produce entre el propio otar.
gaJnlento de la subvención y el control ejercido como medio de
conocer la evolución del empleo en la Empresa. Las subvencio­
nes de organismos públicos vascos a favor de Empresaa se
can~liza- a través de la Sociedad para la Propiedad y Recon­
versIón i.ndustrlal. regulada por la Ley 5/1981. de 10 de junio.
~ funCIones de dicha sociedad se incardinan' por lu repercu­
sIones en el nivel de empleo-en la Empresa beneficia..1"f.., puel
S9n runcioD;es de dicha Sociedad. la expansión de .. Empresas
ya estableCIdas; el fomento de la cooperación entt6 Empresas
cuando ello conduzca. reforzar su competitividad, \oa proceSal

de saneamiento y reconversión de Empresas y 61 fomento de
proyectos de investlgaéión y desarrollo. La conclusión, dice, es
claral Ya sean ayudas orientadas a la expansión. a la preserva­
ción, o & 1& reconversión, siempre repercuten en la pOUtlca
da empleo; tienen una intima relación con los planes que teng~

adoptadoa la Empresa respecto a su plantilla. ya para aumen­
tarla, ya para mantenerla. ya para reducirla.

Aparte de su neto c&I'écter administrativo es IndicaUvo el
hecho de que se relac10nen las subvenciones con ,la polltica
propia de empleo. Tales subvenciones repercuten néCesariamen­
te en el nivel de empleo propio de 1& Empresa que adquiere Su
sentido propio en ei seguíD1lento de esta nivel de empleo que
dimana de la utilización coherente del dinero recibido.

.La polftica de subvenciones forma parte integrante de un haz
de medidas que dispone la Administración para promover y re­
convertir 1& act1vidad industrial· Considera la representación del
Gobierno Vasco 'que en la materia de reconversión se obaerva
una estructura trifonte: Fiscal, financiera y laboral.

En sfntesis, añade la 'def~ns"a en autos del Gobierno Vasco,
el eo:ntenido del Decreto 10811981, no se puede analizar balo la
perspectiva de que desarrolla una materia de contenido laboral.
su contenido se puede conferir como multidisciplinal", no pu­
diéndose calificar como laboral estricta.n).ente. Su aspecto mate­
rial surge.de la propia concepción finalista de las subvenciones
otorgada.s. partiendo en este sentido de una' serie de competen­
cias propias de la Comunidad Autónoma en distintas materias.
51 bien regula aspectos. o facetas que pueden tener una cierta
relación con lo laboral, en realidad. tiene un carácter trifonte.
Que una materia. tenga consecuencias laborales no implica qUEJ
se pueda deslindar sólo como laboral. _

La po1ftica de subvenclones va. dirigida· a la promoción de la
actividad privada por via de auxilio económico encontranao su
polo de 'referencia en el articulo 10.25 del Estatuto de Autoho­
mia del País Vasco. asi como en las _competencias atribuidas
a la Comunidad Autónoma en virtud del articulo 10.30 del mismo
Estatuto en materia de industria y reconversión industrial.

Se sustenta igualmente el Indicado Decreto en el principio
de autonomía presupuestaria articulado por la vía del artícu·
10 25.1 del citado Estatuto.

Ello. no quiere decir que el Decreto no tenga sus relativas
coneno,nes con otraa materias, entre ellas la laboral; pero no
se puede aoordar el estudio de este Decreto. bajo la 6pticq. con­
creta de lo lahlral, sino en la conexión· con varias materias
que la polfttc& de subvenciones lleva aparejadas. En otro lugar
de sus alegaciones plantea si en relación con la materia laboral
el Decreto 108/1981. innova el ordenamiento Juridico o~ por el
contrario, se limita a aplicarlo. El planteamiento en el campo
propio de las competencias ejecutivas. reconocido en el artícu­
lo 12.2 se inferirla, a juicio de la representación del Gobierna
Vasco. sI se llega a la conclusión de que el Decreto no innova
el ordenamienta jurídico. pues su' aplicación entraría dentro de
las competencias ejecutivas. 1 ,

Examina en primer lugar el articulo 1. y dice que el deber
de informar de las subvenclones percib~das se encuentra impli·
cito en el contenido del articulo &4.1.1 del Estatuto de los Traba­
Jadores; añade que el deber de información de la utilización y
destino de las subV6ncion~ se encuentra impl{cito en el artícu­
lo 64.1.2 del ~tatUto de los Trabajadores. pues en la documen­
tación que este articulo prevé y que debe ponerse a disposrciOn
del Comité de EmPI'e'sa se comprende- la referente a las subven­
ciones, porque todo proceso de reconversión industrial suele
llevar ap'arejado una alteración en las relaciones laborales.
La emiSlón del informe que este Decreto prevé por parte del
.Comité o Delegados tiene lugar a la vista de la doc\Ullentación
que para }ustificar 101 'hechos qUe acredita la necesidad da
aplicar la. medida que solicita. debe presentar el .empresario
y éste debe incluir no sólo el balance; cuentas de resultado etc.,
sino también informe relaUvo a los aspectos financieros.

Por lo que se refiere a la alegación de la AbogadA del
EstadO de que el articulo 1.0 del Decreto én conflicto .modifica
el articulo 62.2 del Estatuto de los Trabajadores en cuanto atri­
bUYe a los Delegados de Personal una función de informac,ón.
dice' el Abogado del Gobierno Vasco que esta alegación no es
correcta, porque el articulo-62 del mencionado Estatuto confll!':'9
a los Delegados de Personal competencia para intervenir en
cuantas cuestiones se susciten en relación con las condiciones
de trabajo del personal que representa. La indefinición da fun­
cionea el notorla. ya que al hacer referencia al ejercicio de
la representación para la que fueron elegidos, junto cOn la inter­
vención de cuantas cuestiones se susciten en relación con las
condiciones de trabajo de personal que repres_enten. plantea al­
gunos problemas hermenéuticos de deslinde competencia!. La
única forma de completar la vaguedad del concepto de lnt~r·

vención y la amplltud" del concepto mismo radicaría en atribuirle
a los Delegados lu mismas competencias que al propio ComiM
de Empresa. -Invocando algunas interpretaciones doctrinales lle­
ga a la conclusión de que el marco de funciones atribuido a
los Delegados de Personal es el -mismo que determina el artiC'l­
lo 64 del Estatuto para los Comités de Empresa. En ,su vir~u:l

al estimar comprendlda"tal información sobre la yeculiar ma·
teria de subvenciones en el cuadro diseñado en e articulo M
para los Comités. dice que puede hacerse extensiva la informtv
ción sobre esta materia a los Delegados de Personal. sin que
con ello se realice una innovación en el ordenamiento Jurí1tco
laboral. ,

Examina a continuación el articulo 2.° del Decreto 1Oa/1981.
Afirma que éste no puede ser calificado de laboral en cuanto
a su contenido, aunque sí.. es cIerto que se sirve d§ lnstrumen-
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tos laborales, y en esa medida es en la -que hay que analizar
su adecuación o no al orden del reparto competencia! tlstablecHo
constitucional y estatutariamente. El articulo 2.° del pecreto

• no realiza una innovación del ordenamIento jurídico laboral. No
se innova para nada el orde.namiento" anterior y ello por 108
siguientes motivos: Al El articulo 57 del Estatuto de losTrab'J.~

jadares no tipifica conductas sancionables..caracteriza 10 que
debe entenderse por infracción laboral, definiendo ·como tales
las acciones y omisiones contrarias a las disposic1ones legales
en materia de trabajo; Bl las conductas laborables sanc1onabI"3:s
deben entenderse referidas al contenido' de las normas de de.
recho necesario de carActer laboral; el en cuanto a la potestad
sancionadora habrá que estar al desarrollo del ,Estatuto de las
Autonomías. En esta vertiente hay que dejar constancia de que
por medio del Real Decreto 1260/1981, se transfiere a la Comunt·
dad Aut6noma del País Vasco oompetencias en materia de po­
testad sancionadora de 1ndole laboral. En consecuencia. el &-r·
beulo 2." dei Decreto, dice no tipifica ningún tipo de falta nueva
que - no estuviera prevista en el ordenamiento laboral estatal.
remite única y exclusivamente al precepto correspondiente del
Estatuto de los Trabajadores en base a una potestad sanciona­
dora sobre la cual tien.en competencias en virtud del proceso de
transferencias i operadas. sin que. por tanto. haya innovación
alguna en estas materias. La aplicación de la legislación laboral
para sancionar unas conductas que ya están de por sí impl1ci­
tamente contempládas en la misma; no supone en esencia nin­
guna alteración propia del reparto de competencias en esta
materia; 'Pues. en definitiva. se adapta a los criterios que emanan
de la propia !legisla(;i6n-- laboral. con el objetivo preciso de
hacer más efectiva, en la óptica práctica, la finalidad y objetivo
de la subvenci6n concedida. . .

El Abog~do del Gobierno Vasco realiza a continuaciÓn al­
gunas precisiones finales. Son éstas las siguientes: Al El Decreto
en conflicto tan sólo ha reg)amentado un deber y su correlativo
d.erecho de informaci6n. entlnci~o en su artfculo 18.3 de la Ley
de Presupuestos que hemos citado anteriormente; Bl tanto este
articulo 15.3 como el Decreto 100/1981, no pueden.ser clasifica·
dos como normativa de derecho laboral. Confluyen en su .con-.
tenido diversos sectores del ordenamiento, no pudiendo ser en~

cuadrado en lo que denomina compartimentos estancos; el la
esencia de este Decreto brota de una norma de subvenciones qUe
por su propio carácter permite su radio de acción. por medio
de una instrumentaci6n de diversas técnicas de varias ramas
del ordenamiento; D) la polftica de subvenciones a Empresas
por parte de los organismos autónomos tiene una finalidad pr&­
ferente de orden econ6mioo. sI bien articula unos ·mecanisroos
ae control, -mediante una técnIca calificativa de la legislaci6n
labora), que en nada vulneran el orden de reparto de compe­
tencias establecido én la Constitución }- en los Estatutos; El tan­
to el artículo 15.3 como en el Decreto en su sentido final dima·
nan de unas competencias establecidas estatutariamente y que
se concretan en la de los artículos 10.25. 10.30 Y 25.1.del Estatuto
de. Autonomía del País Vasco; Fl en lo que respecta a la esfera
laboral implicitamente tratada en el DecretQ mantiene la tesis
de que no vulnera en absoluto el orden de reparto de compe­
tencias señalando a este fin el arUctilo 12.2 del Estatuto de
Autonomía.

Añáde que a los efectos de las alegaciones· que real~a no es
necesario delimitar el alcance de la expresión.legislación labo­
ral. puesto que las posibles conexiones implícitas, en virtud
de la adopción de técnicas instrumentales en el plano Jurídico.

· que lleva aparejado el Decreto en materia laboral respetan la
legislaci6n labóral aplicándola simplemente y no innovándola
en ninguna de sus materias, La ejecución en esta materla viene
posibilitada por la Via propia de la Ley. y su fundamento
esencial es la regulación' de la materia de subvenciones. Por 10_
tanto. en lo que respecta a sus relaciones implfcitas Con el
marco laboral, al margen del alcance que 8e dé ai concepto
de eJecucl6n, no supondrá nunca una vulneraci6n del orden G'"
reparto competencial. en cuanto no se innove el ordenamiento
Jurídico laboral y sea tan sólo una norma de aplicación de la
leghlIación vigente. .

s. M-ediante escrlto de 5 de marzo del año actual le personó
en este proceso el Abogado don Javier Balza Aguilere.. en
nombre del Parlamento Vasco. a.credlta.bdQ su representaci6n
medlante la oportuna certificación. La representación procesal
del Parlamenta Vasco asumió en este -escrito de personac1ón
las alegaciones efectuadas por ~la defensa del Gobierno Vasco.
solicitando qúe teniénaole por comp¡¡recldo en dicha representa·
ción y por formulada la indicada manifestacIón s& resuelva en
definitiva el conflicto, en sentido de afirmar la compete2lcla del
País Vasco. ..~ ,

6. El Pleno del Tribunal cOnstitucional tuvo por personados
al Gobierno Vasco y al Parlamento y formuladas las alegaciones

. señal6 para la deliberación' y votaci6n de este recurso el elfa
·22 dpl actual mes de junio, en que efectivamente se delibero
y votó. .

11. FUNDAMENTOS JUlllDJCOS

1.. En el conflicto de competencia suscitado por el Gobierno
· de la Na-eión respecto del Decreto 108/1981. de 28 de septiembre.
se han alegado una diversidad de títulos de competenc1a.. oonse­
cuencia de diferentes puntos de vista respecto a la calificación
jurídica del contenido _ei Decreto. Para el Abogado del Estado
el Decreto en conflicto reglampnta materia laboraly. pOI' esto.
arguye Que las reglas oompetenciales a las que ha de acudirae
~on las contenidas' en el articulo 149.1.7 de la Cons~itución y en

los artículos 12.2 y 20A del Estatuto del País Vasco La tesis
del Abrigado del Estado es" que como aquel precepto constitu­
cional re!H!rva al Estado la legislación. en materia labora'l, y :a
legislaci6n comprende la potestad reglamentaria, sin otras ex­
cepciones que las que' fluyen del citado -artículo 20.4 el D~creto
incurre en incompetencia. La defensa del Gobierno Vasco. por
el contrario, entiende que el contenido del Decreto no es_ propia­
mente, y aparte algunos aspectos laborales. suceptible de encua­
dramiento en la materia laboral. Su núcleo pertrnece. a su
"ecir. al área de las regulaciones sobre subvenciones publicas.·
como instrumento de promoción económica y actuación sobre
sectores industriales necesitados de rf'COnversi6n. Los preceptos
estatutarios invocados para defender la competencia son aquí
el artículo 25.1. eA cuanto a la potestad presupuestaria, y el
articulo 10. en sus apartados 25 y 30. el primero en cuanto
atribuye al Pais Vasco. dentro dé la- ordenación general de la
economía. competencias legislativas en materla de promoción
económJca, y el segundo en cuanto incluye competencias en el
sector económico concreto de la industria. En suma, el conflicto
se centra en la calificación jurídica de la materia reglamentada,
dado que la materia determina aquí el ámbito de las compe­
tencias estatales y de las autonómica•.

A lo que es el centro del conflicto, se antepone, sin embargo.
otra cuestión, principal y prioritaria; cual es el enjuiciamiento
del artículo 15.3 de la· Ley 8/1981..invocado en el Decreto en
conflicto, como, norma legal habilitante. Respecto del articu·
lo 15.3. nuestro análisis ha de centrarse. en' los aspectos varios.
procesales y de fQndo. que son previos al enjuiciamiento de una
normación de segundo grado, como. es el reglamento en eon­
nieto. A este tema dedicamos los fundamentos que siguen.

2.· La menci6n que el preAmbulo del Decreto 10B/1981 hace
del articulo _15 de la Ley 8/1981 Y el titulo que rotula aquel
DecretD, Ion _evidenciadores de que la legiUmidad de su con­
tenido reglamentario se pretende encontrar en aquel precepto,
comprensivo de una habilitación especifica de una rBglam,':nta­
ción de desarrolló que. para >c¡uien la ejerce. se desenvuelve en
el ma.roo de Aludido precepto habilitante. Si los pederas rgla­
mentarias eJercitados. arrancan de este precepto .legal. y. el
Decreto en conflicto, complementa deede- la perspecUva- subordi­
nada que corresponde a esta modalidad nomativa, la. regula-­
dón contenida en una ley. el enjui~iamiento consl; tucional de
esta regulaci6n es prevía a toda consideracIón sobre el D2creto
cuestiQnado. Que este· Tribunal ~nga que plantearse y resolver.
si el articulo. 15.3 cit&do incide -en exces-o.lJ coropetenciales, por
comprender materias que no corresponden al ámbito a11tonó­
mico. es algo necesario. impuesto por. la relación que hemos
dtcho media entre ley y reglamento que complementa o des·
arrolla. o desde otras termtnolC'..gísa, t><jecuta, en el plano norma­
tivo las regulaciones materiales contenidas en aquélla. Si de
este ·enju1ciamJento previo resultara que el artículo 15.3 es
contrarto a las previsiones. constitucionales, complementadas
por las nonnas estatutarias. definidoras de las competencias. es
este precepto y por consecuencia necesaria la regulación de
desarrollo. el VicIado de incompetencia. He aqui la justificación
material de que tengamos que examinar la va.1idez del artícu­
lo 15.3 con anterioridad a enjuic1ar un texto que se presenta
como .desarrollo reglamentario del' contenido de aquéL

3.° Al examen del artículo 15.3 de la Ley 8/1981 es necesa­
rio que antepongamos· algunas consideraciones que despejen los
obstáculqs que desde argumentaciones con arranque en el prin­
cipio de consentimiento o en el carácter fatal de los plazo~ que
condicionan temporalmente los recursos podrían aducirse para
oerrar todo enjuiciamiento de aquel precepto. La indisponibili­
dad de las oompetencias y la nulidad de pleno derecho de las
normas contrarias a los preceptos constitucionales y de los que.
dentro del marco constitucional; se hubieran dictado para. dell·
mit&r las oompetenclas. consecuencia de la prevalencia de alu­
dido bloque constitucional, son razones que desautorizan cual­
quier alegato asentado sobre la -idea de" aquiescencia por no
habersa planteado en tiempo el conflicto.o el recurso, con suje­
ciOn al JuegO d~ los plazos previstos en el artículo 62 o en 81
articulo 33 de la L. O. T. C. Por lo demás, el articulo 87 de esta
misma Ley. en 1& linea de otros supuestos dirigidos a facilitar
el control concreto de normas, que no el1 el caso recordar ahora,
arbitra el cauce·procesal para dar solución a este incidente de
constitucionalidad, despejándole y, en su caso, anulando la nor­
ma cuyo enjuiciamiento es previo al análisis de la disposici6n
respecto de la cual &e plantea el conflicto. Se configura así un
control concreto Indirecto para dar respu~ta al problema de
constituclonalldad de una ley surgido como tema previo al en­
juiciamiento de la disposici6n que de .modo inmediato da lugar
al conflicto. .
. Las argumentaciones' que en este punto hace la defensa

procesal del Gobierno Vasco para reducir el alcance del artícu­
lo 67 a las leyes que en expresión del artículo 28.1 también
de la L. O. T. C. se hubieren dictado para delimitar las compe~
tencias del Estado y las diferentes Comunidades Autóno~as (1

para regular o armonizar -las competencias de éstas. esto es,
&- leyes delimitadoras' o distributivas de competencias y q1;1e
implican una reducción del alcance del precepto dejando SIn
cauce propio el indicado enjuiciamiento previo. cauce que no
puede· ser otro que el recurso de mconstituciona1idad. con apli­
cación de lo que dispone•. entre otros. los articulos 34, 38 Y si­
guienteS de aquella Ley. no Uene wbito en eJ sentido y alcance
del mencIonado articulo ffT. E't t!ltl]uiciamíento de una Ley, ampa·
radora de la disposición que ha dado lugar al conflicto y que se
presenta o se invoca como normá- legal habilltante. requiere del
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juego de las reglas prOCesales que hemos dicho, aseguradoras
de la presencia. a'"l el debate. no s61~ de,los poderes en conflicto.
sino, además, de las Cámaras legIslativas. Por Qtro lado, las
reglas que respecto a la sentencia y sus efectos se contienen
en los artículos 38 y siguientes deben ser de aplicación a estos
procesos generados de un conflicto.

4.0 Sólo en la hipótesis de que el articulo 15.3 de la Ley
Vasca 8/1981. se entendiera q~ establece UD. derech'o y un
correlativo deber de información. incluido en el ma,rco, de los
derechos de representación colectiva de loa traBajadores que
tienen en el título 11 del Estatuto de loe Trabajadores su dia;.
ciplina principal. comportando su quebrantamiento los efectos
sancionadores que establece el a.rUculo !i7 00- este mismo Esta­
tuto, se cuestiona BU incotUlUtuciOQ.alidad. como contrario, en lo
esencial, a lo que cUce el articulo 149.1.7.° de 1& Constitución.
La compete-nc1a que legitima la potestad normativa plasmada
en eL articulo 15.3 no es, ni pocUa serlo, de las pertenecientes a
los poderes que. tm materia. laboral, corresponden al País Vasco.
La competencia en esta materia es s610 de eJecuci6n, tal como
se colige del precepto constitucional que acabamos de citar y de
lo que. dentro del marco constitucional dice el articulo 12.2 del
Estatuto ·de Autonomia,del Pais Vasco. preceptos sobre los qu~
volveremos más adelante. Como no disienten en este, punto el
Ab.,ogado del Estado y la def(l1l~a del Go1?iem9 Vasco, el artícu­
lo 1.5.3 es unad.1.sposici6n relativa a 1& qiacJ.plina. de las subven­
ciones, como instrumento que, con otros, se t.nserta en un cuadro
de medios al ,servicio de unos intereses generales de promoci6n
inqustrial y defensa del empleo. En.:lll esquema negocial de 1&
subvencion la obligación de informar a los Comités de Empresa
o Delegados de PersOnal se configura como' parte del contenid,o
obligacional cuyo incumplimiento po4rá generar el efecto san- .
cionador previsto con carácter general en las normas aplicables
a la subvenci6n ° el propio y especifico de la concreta y deter­
minada. subvenci6n de que se trate. Que de indicada preceptiva
obligación de informar se deriven efectos fayorables para ·las
representaciones obreras, en cuanto destinatarias de la inIorma­
ción, no altera el que la norma que impone esta obligación tenga
BU tItulo competencial legitimador en la competenda en materIa
,de subvenciones. y, en definitiva, del gasto p"9.blicoy, en lo
menester, en la~competencia que respecto a los sectores sub-­
vencionados. corresponda al País Vasco. . . '

5.° Que· el articulo 15.3 de la' Ley 8/'1981, no rebasa los
poderes estatutarios en materia de subvenciones es, por lo de.­
más algo aceptado por quien ha promovido este oonflicto. jus·
tüicado -según. cuida de explicar- por. el exceso que,respecto
a lo que es propio de 1& competencia autonómica, significa el.

<Decreto 108/1981. Y, en efecto, hay que reconocer qp.e en el
marco del gasto público y de la disciplina de 1& subvención.
como figura orientada al favorecimiento de tnterases generales,
goza de poderes, que también son norma.ti.vos. el Paia Vasco,
dentro de las pre'Visiones constitucionales y. desde luego, de los
principios da la unidad del sistema econ6mico. En este ámbito.
y con cobertura en el artículo 15.3 como norma habiUtante de
una potestad. reglamentaria, corresponde & los poderes autonó­
micos, la reglamentación de lu subvenciones y por tanto de

4SUS requisitos o presupuestos, de su contenido y del régimen del
cumplími~nto,1ncluid08 los mecanismos de control, den,tro de lo
que es su competencia. pues la subvención no es concepto que
delimite competencias. atrayendo toda regulación que. desde uno
u otro aspecto, tenga conexión con aquélla. Lo que ea compe­
tencia del Pafs Vasco se determina por lo que, dentro del marco
constitucional, dicen loa artículos 10 y siguientes de su Estatuto.
preceptos en los que. tal como disponen los art1culos 148 y 1.e
de la ConstItuci6n. la materia, como concepto Juridico relevante
para definiciones competenciales, se erige en una de las lineas
principales del sistema competencial. Como en 1& materia laboral
la legislación eetá· reservada al Estado, no podrén los poderes
autonómicos, al abrigo de sus potestades respecto del gasto
público, recabar para si una competencia sobre. Areas res-erva~
das al Estado. .....

6.° Tras las premisas que han sido establecidas en loa pre-­
cedentes apartados de esta sentencia- la cuestión 'S8 centra y
aun se constride, al Decreto 108/1981, una, vez afirmado que
el legislador vasco•. mediante ei- articulo 15.3 de 1& Ley 8/1981.
no ha invadido ámbitos competenci&Ies correspondientes al Ea­
tado según la previslÓA constitucional del artículo 149.1.7.0 El
Decreto 108/1981. se presenta -ya lo hemos dicho- como des­
arrollo reglamentario del articulo 15.3, que se invoca a' este
fin en el preámbwo que precede a au arUculado. como Utulo
habilitante. El análisia más que del a.lcance de la habiliaclón
específica' contenida en el aludido a.rttculo 15.3 y el grado de
ajuste entre la Ley y el precepto reglamentario que 1& comple­
men ta o desarrolla, es de si 1& regulación plasmada en el textlO
reglamentario se comprende dentro de 101 ámbitos competen­
ciales asumidos por el Estatuto de Autonomía del Pais Vasco,
10 que, en definitiva. requerirá considerar si el titulo competen~
cial que hemos dicho cubre la aludIda dlscipl1na de las subven­
ciones. es también título competencial legItimador del Decreto
1va/1OO1, o si, por el contra.r1o, esta reglamentación versa sobre
materia laboral, propia, en lo que no es elecuc16n. de las' pates­
tades normativas del Estado, tal como previene el· artículo
149.1;7,0 de la Constitución. Qué debe entenderse por legislación
y cual e~ el ámbito de ,. ejecución, y la calificación Jurídica de
la materIa reglamentada e":1 el Decreto 10811981, son los: Puntol
que ~ebcrán ser objeto de análisis para dar una respuesta al
conflIcto, A estoe puntos 50 refieren lu consideraciones que
hacemos a continuación. '

7.° De legislacl:ón se ha habla.d.o y se continúa hab:ando,
como es sabido, en máS de UD. sentido. Sin embargo, cuando ~

se trata .de indagar el significado con .Que el vocablo -legisla·
dOn-se utiliza en el articulo 149.1, de la Constituci6n, como
concepto referencial para reservar al Estado toda la legislaci6n
o s610 la legislación básica, el que prevalece .es el concepto
material,' y no forma.l constreñido a las leyes, en la acepción
de normas que emanan de quienes ostentan el poder legislativo"
o de quienes por excepción o por deleg.ación. pueden producir
normas con valor de ley. Referida a las expresion.es .legislaci6n
básica.- son oportunas aquí las citas' de la sentencia de .este
Tribunal Constitucional d.e 28 de Julio de 1981 (publicada en el
..BoletÚl Oficial del Estado. del 13 de agosto) y la de 28 de enero
del actual (publicada en el .Boletín Oficial del Estado_ de 26

. de Jebrero). Por lo que se refiere &- la utilización del vocablo
en el número 7 del articulo 14.9.1 de la Constituci6n adjetivado
por .10 laboral_ son de cIta' obligada ahora. en, cuanto prece­
dente constitucional preciso. las sentencias-- que este· Tribunal
Constituc1<mal pronunció el 4 de mayo de 1982 {publicada en
el ..Boletín OficIal del Estado.. de 9 de Junio) y la que. reco­
giendo el criterio sentado por ésta y con designio de mayor
generalización, lleva fecha de 14 de. junio de 1982 (publicada
en el .Boletín Oficial del Estado. de 28 de JunIo). La ambigüe­
dad del vocablo .legislaclón_ cobra asi un definido contenido
en. una línea argumental que. por 10 demás, ha sido asumida.
por la doctrina que se ha "'OCupado del tema.

8.0 De todos modos, lo que en definitiva importa es la deter­
minación estatutaria de la comPetencia, claro es, dentro del
marco definido por la Constituci6n, dejando a salvo la reservada
al Estado, taJ. como previene el artículo 149.3, tanto en lo que
se refiere a las competencias asumibles estatutariamente, como
al poder remanente -que .& aquél compete, Los preceptos aquí
SOn el articu)o 12.2 del Estatuto del Pais Vasco, en cuanto espt\­
cHico de la materia laboral, y el artículo 20.-4 también de este
l!statuto, en cuanto define el contenido de las funciones ~de
ejecuci6n en aquellas materias que !la son de la competencia
exclusiva de la Comunidad. Otrá. vez tenemos que rememorar
aquí las sentencias de este Tribunal Constitucional de 4 de mayo
y 14 de junio de 1982, qUe Invocamos ...ut supra- y al hilo de
lo 'que 'cUcen aquellos preceptos estatútarios, concluir que en la
materia laboral la competencia autonómica es de ejecución. en­
tendido por tal la que llama el artículo 2OA' de' .aQ.mj.nistra­
clón_ y si bien tiene ámbitos reglamentarios' ~onocidos. éstos
son referidos a 10 .orgánico.. calificando aún más aquéllos por
la referencia. a los reglamentos internos. No pertenece al ámbito _
competencia! auton6mico, en la materia que nos ocupa, la po­
testad. reg~amentar1a de desarrollo, que complementa o porme­
noriza una ley, ,sin que -y esto es obvio- pueda extraerse de
aquí la idea de que, lo demás, es de válido ejercicio por los.
poderes auton6micos. A,quí tiene que afirmarse, otra vez, 18:
regla capital de la determinación estatutaria de las competen·
das, a cuyo tenor son los Estatutos a los que corresponde defi­
nir las concretas competencias asumidas, dentro del marco de
PD,sibilidades que abre el articulo 149.1 y, en su caso. el artícu-
lo H8 de la Constitución. Que la legislación comprende 109
reglamentos y que los de desarrollo no están dentro del ámbito
competencial autonómico, es cosa, por- lo demás que ya hemos
dicho.

e.c. I.a\..-competencia que dice el articulo 149.1.7.0 de la Cons­
Utuci-ón y que, por lo que respecta al País Vasco, acota. el ar­
tículo 12.2 de su Estatuto, esta referida a la .materia laboral.'.
con. lo que obliga al intérprete, y, en definitiva, al juzgador, 8.
una labor no exen"ta. de dificultades, para inferir qué entiende la
Constituci6n por .materla- y cuál J:!'S el ámbito de -lo laboral...
Serfa aqUi arriesgado y, previsiblemente, sujeto a ulteriores
matizaciones. que Intentáramos la formulaci6n de alguna regla
COll ·vocaci6n de mayores generaliz..'lciones. Además oe ser esto
arriesgado es innecesario, PUM-la solución dei conflicto que hoy
resolvemos' no precisa de estas generali:r.,aciones, pues basta.
a los designios de ahora, el dejar dicho q"ue concretizando o si
se quiere, detallando, una regulaci6n material· que tiene en el
Estatuto de las Trabajadores SU régimen a nivel de Ley, cual
ea la que hace relación a loa derechos de participación de los
trabajadores en la Entpresa y a lo que se titula como infrac­
clones laborales de los empresarios. su calificación de '-materia
laboral_ no puede ofrecer duda. Por 10 demás, se sitúe en uno
u· otro marco constitucional (nos referimos al artículo 35 o al
articulo 129.21. la calificaci6n de laboral, en. cuanto referida a
institutos Juridicos referentes al trabajo por cuenta _ajena., no es
algo que· fundadamente, pueda. incluirse en .zonas inciertas,Q
dadas al equívoco. También aquj podemos reforzar nuestro aser­
to --en lo qu. vale la menci6n del precedente- teniendo pre­
sente.lo que dijimos en la sentencia de 14 de junio de 1982.
qUe hemos invocado anteriormente.. Que la norma es dlscipHna­
dora de una relación jurídka que tiene como suJeto obligado
al empresario y como titular del derecho de información al
Comité de Empresa' .,. a los Delegados de Personal en cuanto
6rganos de representaci6n de los trabajadores en la Empresa,
y cuyo cumplimiento se refuerza. mediante un mecanismo san­
cionador dentro del área del der~ho laboral, es cosa clara.
Esta es 'la estructura del Decreto.' que no es escindi'ble en el
s.ent1do de asignar·. lo que es materia de,su artícu:o 1.0 y a lo
que regula su articulo 2.°, cal1ficaGtones distintas, que lleven
uno y otro artículo & campos. competenciales diversos. Por 10
demáS, sl el articulo 2P del Decreto cal1fica de infracción labo­
ral el incumplimiento de la obligación impuesta en el artícu­
lo 1.°, es porque es't& norma es laboral, pues son infracciones

•
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laborales, -a tenor de lo prevenido en el artículo 57 del Estatuto
de los Trabajadores. las acciones u omisiones contrarias a las
disposiciones legales en materia de trabajo. Y es que el Decreto.
como acabamos de d'Ccir, esté. afirmando la natQ,rQ.leza . laboral
de tod~ su contenido, Decreto que, por esto. -procede del Depar~
taIDente d.e Trabajo y fUe su Consejero -el. que presentó el pro­
yecto al Consej'o, en un implícito reconocimiento de su contenido
laboraL

10. La defensa del Gobierno Vasco Se esfuerza, sin embargo,
en una notable exposiCión de sus, puntos de vista, en busca-T
titulos compctenciales -al Decreto. que arrancan de calificar
a iD que es su contenido material. con adjetivaciones distintas
de la laboral, o ll~vando a áreas div~rsas 10 que pOr exigencias
del proceso de califícación. antecedente de la aplicación de las
reglas de cOfTIyetencia, rechaza soluciones ind~terminadas o
equivocas, Desde la informacfón de que el Déereto rAglamenta
aspectos de [as subvenciones, ordenadas a determinados objeti­
vos de promoción económica. reconversión industrial y emp!f'co,
imp<:'twa como fundamentos compf'tencis·es. además de los que
atribuyen la disponibilidad sobre el gasto público. les definidores
de potestades autonómkas en materia eco:lómica. co-rno son aquí
los apartados 25 y 30 del articulo 10 del Estatuto. Si la COnsi­
deración ha sido válida para el artículo 15.3 de la Ley &'1981.
p;ues estos títulos apoyan qUE" el País Vasco discipline la .sub~

vención desde la perspectiva de; gasto público y de Instrumento
de fomento encaminado a mejorar las condiciones ecollÓtl)Ícas.

,d.¿ntro del marco de sus competencias. tal como decíamos ante­
riormente (así. en el fundamento quintc>, no cabe extenderse al
Decrete 108/1981. pues ni la subvención puede erigirse en DÚcleo_
que atraiga hada'sl toda competencia sobre los variados liSJ)ec­
tos a que puede dar lugar la misma: nI cabe desconocer que
el Decreto. aun tomando la subvención como objeto sobre el
que se proyecta el derecho d~ información. lo· que reglamenta
son aspectos de este derecho. Un sistema competencial que des­
cansa en este punto, sobre la mat"'!ria, entendida como complejo
relativo a un sector disciplinar homogéneo determinado por
calificaciones en las que ahora no es menester profuncUzar,
lleva necesariamente, en el caso que ahora enjuiciamos. a la
conclusión de que es el der-echo de información. regulado en sus
1fnea~ bás;cas en una Ley Laboral. y el efecto sanclonador.
también laboral. que se anuda a su trasgresión, Jo definitivo
para la calificación. Que- el derecho de información, y en tér­
minos generales, la participación que a los trabajadores corres­
ponda, según lo prevenido en. la ley. O lo que por vfa negocial
pued~ reglamentarse a través d-e 10B convenios colectivos, sirva
también a algún modo de control de la efectividad. del fin al
que se ordenan las subvenciones, no altera la calificación laboral
que hemos dic;ho. \

11. Tras un cuidado análisis de lo que disponen algunas de
las reglas del artículo 64 del Estatuto ,de los Trabajadores, se
esfuerza la defensa del Gobierno Vasco en decirnos que la regu­
lación de~ Decreto en conflicto no se aparta. y aún coincide,
s su decir, con la. contenIda en aquellas reglas. de lo que
concluye, -en una utilización de Jos conceptos de lo innovativo
que no puede ser compartida- que el Decreto está dentro de la­
competencia "deeJecuc1ón que define el artículo 12.2 del Estatuto.
La coincidencia de regülaciones materiales en la relación Ley­
Reglamento. en la qUe éste asume el desarrollo normativo, que
complementa o pormenoriza el texto de la ley, no significa la
negación de l,a nota de "lo ínnovativo_. como una de las que' se
predican, ac.ertadamente. para definir lo que es reglamento y no
ejecución. pues innovar es también. desde la perspectiva califi­
cadora que estudiamos, el desarrollo de nonnas anteriores.. D.es-

17770 Sala Segunda, Recurso de amparo número 84/1982.
Sentencia numero 40/1982, .de 30 de junío.

La Sala Segunda a:e! Tribunal Constitucional, .oompu~sta por
don Jerónimo ,Arozamena Sierra, Presidente. y don ,Francisco
Ru:)ío Llorente. don Luis Diez Picaza, don Francisco Tomás y
Valiente, don PlAcido Fernández Viagas y don Antonio Truyol
8erre, Magistrados, 'ha pron~nciado .

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente-

SENTENCIA

En el recurso d-e amparo promovido por ,don Miguel Angel
Muñoz Cobas. representado .por la Procuradora ·doña Pilar Marta
Bermejillo de Hevia. bajo la dirección del Abogado don Fer~
nando Piernavieja Membro, contra resolución de la Junta de
Clasificación y Revisión Jurisdiccional, de la Zóna Maritima dol
Estrecho, sobre denegación de incorporación aplazada a rilas del
recurrente, y en el que han comparecido. el Ministerio Fiscal y
el Abogado d-el Estado, siendo Ponente el Presidente don Jeróni­
mo Arozamepa Sierra, quien expresa el. parecer de la ~ala."

l. ANTECEDENTES

1. La, Procuradora señora Bermejillo de Hevia., en represen­
tación d~l -seilor Muñoz Cobas, presentó en este Tribunal Consti..
tudcnal. el 27 de febrero actual, demanda --de amparo. en la
que. tras invocar los articulas 30. 14y 16 de la Constitución,
solicitó se le otorgue amparo. por virtud del cual se anule la
orden de Incorporación 'a filas. se disponga que la autoridad

arro:Io normlltivo. Se distingue de la aplicación, en el esquema
de la distinción entre reglamento y acto. Por 10 demás, las
competencias de ejecución que dice el precepto que a.cabnllJOS de
recordar (el 12.2 del Estatuto> son las que dice el articulo 20.4,
también del Estatuto. con lo que sintetizamos Jo qu~ antes
hemos dicho. Como es innecesario decir. cuanto arJ!;uye la rr:pre~

sentación del Gobierno Vasco respecto al artículo 2.° del Decreto
en conflicto, al hiio de la pot.estad sancionadora atribuida a la
Administración Vasca. tiene igual respuesta a cuanto acabamos
de decir; y es que la potestad transferida es la aplícativa o facul­
tad de im~ner las sancione;s legalmp.nte prevista)', y no la nor­
mativa aunque se realice en vía reglam~ntaria. e invocando una
cobertura a nivel de ley, en un implicito reconoc~miento de la
vigencia en este punto del principio. de reserva dJ Ley fo'xa1.

En la misma linea argumental a la que acabamos de refe~
rirnos, respecto a que en el .derecho df" in!ormaciGn Que regula
el artículo 64 (principalmente, en los apartados 1.1 y 1.2) del
Estatuto de los Trabajadores, se comprende por imperativo de
la finalidad y alcance de tal derecho, el dar a conocer al
Comi~ las subvenciones públicas que reciba. la. Empr~sa. se
sitúan los razonamientos que la defensa procesal del Gcbicrno
Vasco hace respecto a 1& extensión de las competencias de los
Delegados de Personal, para salir al paso de ]a alegación del
Abogado del Estado de que el articulo 1.0 del D·xreto en con~

fllcto, en cuanto atribUYe a los Delegados una función de re­
cepción de información 'Con el alcance dE! la prevista en el
articulo 64. podría entenderse que modifica, ampJlando su con­
tenido el artículo 62.2 del Estatuto de !OB Trabajadores. Cierto
que la Inteligencia de este precepto afrepe dificultades. en crden
a la definIción de funciones de los Delegados y por esto se han
postulado interpretaciones distintas, de las-que algunas han op­
tado por la qUe defiende la representación d-el Gobierno Vasco.
pero la cuestión aquí --en este proceso constitucional- no es la
del grad<.> de ajuste. entre ley y reg1ámento_ En dste proceso se
trata de dilucidar 51 el Gobierno Vasco llene competencia nor­
mativa en materia laboral. El sentido y. alcance' de los mencio­
nados preceptos del Estatuto· de los Trabajadores corresponde
a los Tribunales que dice el artículo 117.3 de la Constitución,
incluso con el alcance complementario del ordenamiento jurídico
que se atrlbuye a la jurisprudencia (arUcuÍo 1.°,"punto 6 del
Código Civm a salvo que la solución de un proceso constitucional
precise de la Interpretación de una Ley.

PALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional.
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPAl'IOLA.

Ha decidido:

Qué el Decreto 10811981, de 28 de septiembre, del Gobierno
Vasco. esta viciado de incompetencia Y. en conS€Cuencia••e
declara su nulidad.

PubHque!\.6 esta sentencia en el "Boletín Oficial del EstadoS_

Dada en Madrid a 30 de junio de 1982,-Firmado: Manuel
García-Pelayo y Alonso.-JerÓnlmo ~rozamena Sierra,-Ahgel
Latorre Segura.-Mánuel Díez de Velasco Vallejo.-Francisco
Rubio Llorente.-Gloria Bagué Cant6n.-Luis Diez Picazo -Fran­
cisco Tomás y "Valiente.-Rafael GÓmez~Ferrer.Morant.-Angel
Escudero del Conal.-Plácido Fernández Viagas.-Antonio Tro­
yo! Sarra.-Rubricados.

militar le otorgue las prorrogas necesarills q.asta la promulga~

ción de la Ley de Objeción de Ccncíencia. ,se le reconozca el
derecho de objeción de condenda y se decla.re la lnccnstitu­
cionalidad del Real Decreto 3011/1976. de 23 de diciembre. Los
hechos que fundamentan este amparo son lo siguientes: Al A
mediados de diciembre del pasado año, el señor Mt:ñoz Cobos
presentó escrito en la Com.'lndancia de Marina, declarilndose
objetor de conciencia; B) el día 25 de febrero recibíó el traslado
de resoluciÓn que tiene el siguiente contenido: "Visto el expe­
diente del recluta Muñoz Cobas. Angel. número 20057 d~ ese
Distrito 'Marítimo. se le deniega la incorporación aplazada por
no ser objetor de concienc1a de carácter religioso. tai LO:TIO con­
templa el Real Decreto 3011/1976, de fecha 23 de- difiembre,
debiendo incorporarse con el segundo Uamamiento d-e 1982:-

2. La Sección Tercera de este.Tribunal Constitucional admi­
tió a trámite el 3 de marzo la demanda de amparo Y en
cumplimiento de lo que manda. el artículo 51 de la. Ley Orgá­
nica del Tribunal Constitucional (L, O. T. CJ reclamo las actua·
ciones a la Administraci6n Militar. Recibidas las QctuGdon€s Y
transcurrido el tiempo de emplaumiento. les puso de manifies~
to para alegaciones a la representación del señor Mt:[lOZ. al
Abogado del Estado y al Minlsterio Fiscal. todo ello en nrtud de
providencia del 21 de abril. Han presentado alegaciones el Abo­
gado del Estado y el Ministerio Fiscal, pero no el recurr('ntp,

3 La Junta de Clasificación y Revisión comunicó a este
Tribunal que con fech"l 25 de febrero actual. se hab.ia cr nc?dido
al recurrente el aplazamiento de 1ncorpo~aci6n a fl1A:s, dejando
sin efecto la ant~!'i,or resolución recurrlda.,. C~munJ(ada esta
rescluci6n. el recurrente insistió en el rae,urso, SJO que. a 'pesar
de ello. formulara alegaciones en el trámIte procesal del artícu-


